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RESUMEN  
 
Este documento responde a una reflexión en torno a la aplicabilidad de la 
norma 1620 de 2013 en las instituciones educativas; se desarrolla buscando 
profundizar el manejo que se viene dando al tema en de bullying, cyber bullying 
y redes sociales, atendiendo la norma, el tipo de manejo e implementación 
desde el Ministerio de Educación Nacional hasta el municipio de Pereira, en 
cabeza de la Secretaría de Educación, en cuanto a la prevención, tratamiento 
y mitigación de este, buscando aproximarse a los lineamientos generales de 
una política pública en manejo de bullying y cyber bullying.  
 
Este ejercicio responde a una aproximación investigativa de indagación, que 
se realizó específicamente en las instituciones educativas del núcleo 
Educativo N° 8 de la ciudad de Pereira, que son el objeto central de 
investigación, sin perder de vista las estadísticas a nivel nacional o municipal.  
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ABSTRACT  
 
This document was written based on reflections of the applicability of the norm 
1620/2013 in educational institutions. The text is developed seeking to deepen 
the management that is being given to intimidation, cyber bullying and social 
networks. According to the norm, the type of management and implementation 
in response to the norm, the type of management from the Ministry of National 
Education to the city of Pereira, more specifically The Secretary of Education, 
in terms of prevention, management and mitigation of this issue, looking to get 
closer to the general guidelines of a public policy on management of Bullying 
and Cyber Bullying. 
 
This exercise responds to an approximation and investigative deduction, to a 
research that was conducted specifically for the educational institutions of the 
Educational Nucleus N°8 of the city of Pereira. These are the central object of 
investigation keeping in mind the statistics at the national level or municipal 
government. 
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La presente investigación recoge un ejercicio de aproximación científica, el 
cual busca responder el siguiente interrogante de acuerdo a la norma: 
“Sistema Nacional de Convivencia Escolar y Formación para el Ejercicio de los 
Derechos Humanos, la Educación para la Sexualidad y la Prevención y 
Mitigación de la Violencia Escolar” (CONGRESO DE LA REPÚBLICA, 2013): ¿Cuál 
es la efectividad de la Ley 1620 de 2013 en el marco de la garantía de 
derechos de los menores a causa del bullying y ciberbullying, con el objetivo 
de identificar esta ley, y tendiente a proponer unos lineamientos que aporten a 
la construcción de una política pública que pretenda prevenir el bullying y cyber 
bullying?  
 
La dinámica social se ha visto inmersa en cambios negativos generadores de 
conflictos y violencia en las escuelas colombianas, pero resulta pertinente 
plantear las acciones que a través de leyes el legislador ha propiciado para 
garantizar colegios y entornos escolares seguros, que favorezcan la educación 
y las garantías constitucionales contempladas en la Carta Magna, aplicada en 
todo el territorio nacional. 
 
Desde el pensamiento crítico se esboza si existe voluntad administrativa y 
política para desarrollar una política pública que garantice la divulgación de la 
norma, su aplicabilidad, eficacia y efectividad de la Ley 1620 de 2013 en las 
instituciones educativas en el municipio de Pereira, dado que existe “la circular 
122 del 18 de agosto de 2015, Directrices sobre la obligación de denunciar los 
casos de vulneración de los derechos fundamentales, abuso sexual, violencia 
sexual, acoso escolar y cyber acoso (bullying and cyber bullying)” (SECRETARÍA 
DE EDUCACIÓN, 2015). 
 
En Pereira para los años 2017 a 2018 se reflejó con preocupación un aumento 
considerable de acoso escolar “bullying y cyber bullying”, lo que generó un 
planteamiento del personal (funcionarios, rectores, docentes, padres de 
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familia, estudiantes) sobre qué medidas tomar para prevenir y enfrentar las 
distintas formas de violencia en los colegios.  
 
El legislador en Colombia pretendió, a través de la ley motivo de análisis, 
garantizar colegios y entornos seguros para los estudiantes que comparten su 
tiempo con otros jóvenes de sus mismos rangos de edades, característica que 
las instituciones educativas aplican al momento de crear los grupos dentro de 
las instituciones, dado que los jóvenes se encuentran en un mismo nivel de 
sentir, de entender, de comportarse en relación con el mundo, ya que se 
encuentran en proceso de formación y construcción del ser humano, y es a 
través del respeto por el otro, la inclusión, la diversidad étnica, lo que permite 
la construcción de una sociedad cambiante, donde se debe aceptar a la 
persona que piensa, siente y actúa diferente, lo que nos lleva a concluir que 
los cambios y fenómenos sociales deben ser aceptados en un Estado social 
de derecho en el cual todos somos iguales ante la Ley, siendo desde esta 
premisa que el legislador debe ser garante de los derechos humanos y a la 
vez contribuir minimizando los impactos negativos que se generan a través de 
conductas reprochables en las Instituciones Educativas. 
 
A través del presente artículo encontramos un conflicto para aplicar la norma 
objeto de análisis entre el principio de la dignidad humana, el cual se 
fundamenta en el Estado social de derecho, respecto al derecho fundamental 
a la educación y libre desarrollo de la personalidad, situación que fue resuelta 
a través de la Corte Constitucional, en Sentencia T-240 de 2017, en la cual se 
debe ponderar la prevalencia de un principio de manera directa, prevalente y 
excluyente sobre cualquier norma de rango constitucional o legal, situaciones 
que se encontraban inmersas en este tipo de conflicto, que estaba 
privilegiando el derecho a la educación y libre desarrollo de la personalidad, y 
desprotegiendo la dignidad humana del afectado, lo que no permitía a las 
instituciones educativas obtener una mejor eficiencia a la hora de aplicar la 
norma para erradicar la mala práctica del bullying escolar. 
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Con este pronunciamiento de la Corte Constitucional, en Sentencia T-240 de 
2017, el cual dio un precedente jurídico a las instituciones educativas para que 
tomaran medidas contundentes y realizaran el debido procedimiento a los 
estudiantes que participan en este tipo de violencia (bullying), se pueden 
adelantar acciones sancionatorias, disciplinarias, teniendo en cuenta que no 
se afecta ni la condición ni la calidad de estos sujetos que son protegidos por 
derechos especiales. De esta manera el Legislador está cumpliendo con las 
necesidades sociales que se planteó en la creación y objetivo de la Ley; solo 
falta la puesta en marcha a través de una política pública efectiva que permita 
erradicar definitivamente el flagelo de la violencia infantil. 
 
1. RECORRIDO POR LAS DIVERSAS CONCEPCIONES DEL 
BULLYING, CYBER BULLYING Y ACOSO ESCOLAR 
 
El bullying y cyber bullying cada vez adquieren mayor importancia, ya que está 
afectando a niños, niñas y adolescentes no solo en Colombia, sino, según el 
estudio de la ONG Internacional Bullying sin Fronteras para América Latina y 
España, realizado entre abril de 2017 y abril de 2018, los casos de bullying en 
México van en aumento, donde 7 de cada 10 niños sufren todos los días algún 
de tipo de acoso (MIGLINO, 2018). En México lo han trabajado dando una 
definición muy precisa al concepto de bullying (acoso escolar). 
 
El bullying o acoso escolar, según una definición consensuada entre la 
Organización Mundial de la Salud y la ONG Internacional Bullying sin 
Fronteras, es toda intimidación o agresión física, psicológica o sexual contra 
una persona en edad escolar (niño o adolescente) en forma reiterada, de 
manera tal que causa daño, temor y/o tristeza en la víctima o en un grupo de 
víctimas (MIGLINO, 2018).  
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Al respecto de estos datos se infiere que México ocupa uno de los primeros 
lugares en acoso escolar a nivel mundial, sin dejar de lado el cyber bullying 
que conlleva también un gran espacio en esto tiempos modernos, el fácil 
acceso a internet y redes sociales aumentan la complejidad del problema 
incrementando los casos de acoso.  
 
También observamos con gran preocupación que en países como España 
estas cifras de bullying y cyber bullying van en aumento, ocupando el 4° lugar 
según los estudios realizados por la ONG Bullying sin Fronteras (MIGLINO, 
2018); España define su problemática de la siguiente manera: Una situación 
de maltrato verbal, físico o psicológico si ocurre una vez no es acoso escolar. 
Si se produce dos veces puede estar en proceso de serlo. Pero si se produce 
tres veces, ya no es un suceso puntual ni una casualidad, sino que es síntoma 
de que está comenzando a ser sistemático hacia ese niño o adolescente. Por 
lo tanto, en cuanto a la reiteración, si el maltrato se produce tres o más veces, 
SÍ es acoso escolar. Otro de los requisitos, que muchas definiciones 
consideran como imprescindible para que el maltrato reiterado sea 
considerado acoso escolar, es la intencionalidad, concepto también difuso y 
difícil de demostrar.  
 
Desde AEPAE (Asociación Española para la Prevención del Acoso Escolar) 
consideramos que este requisito no debe ser delimitador del acoso escolar, ya 
que una víctima puede estar sufriendo maltrato sin que los victimarios sean 
conscientes de ello, al tomar como un juego el burlarle, excluirle o agredirle. 
Otro requisito técnico es el desequilibrio de poder. Tampoco estamos de 
acuerdo con que sea delimitador del acoso escolar. Si bien es cierto que 
durante cualquier proceso de maltrato reiterado se produce el 
empoderamiento del victimario y una pérdida paulatina de la autoestima de la 
víctima, este desequilibrio no siempre es perceptible, sobre todo cuando 
hablamos de maltrato psicológico.  
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El ciberacoso puede desempeñar el papel de caja de resonancia del acoso 
que se produce en una persona, o también ser el punto de partida, mediante 
la distribución de una grabación ofensiva hacia la víctima. En cualquier caso, 
el ciberacoso amplifica el acoso escolar de manera exponencial. La víctima ya 
no solo es acosada en el horario escolar, sino las 24 horas del día. El acoso 
escolar no es un juego entre escolares. Es algo muy serio que puede marcar 
a un niño para toda la vida, e incluso inducirle al suicidio (Asociacion Española 
para la Prevención del Acoso Escolar, 2016). 
 
Así mismo, algunas investigaciones han demostrado que el bullying es un 
tema de especial cuidado, como lo podemos evidenciar con las 
investigaciones y/o definiciones que han dado diferentes especialistas 
alrededor del mundo, física y psicológica, así como RODRÍGUEZ (2014), que 
señala las formas en las que se ha tratado el matoneo o bullying escolar en 
Colombia, examinando y haciendo un análisis a las posiciones existentes 
sobre el matoneo; luego de tener un diagnóstico claro del fenómeno realiza un 
enfoque de problema individual y le asigna a la educación una función como 
reproductora del statu quo, haciendo gran relevancia a los graves casos que 
se han presentado en Colombia en el transcurso de los años. 
 
Para MARTÍNEZ, VELANDIA y TRIANA (2013) esta monografía y conclusiones 
tiene por objeto determinar las relaciones y diferencias en torno a la prevención 
e intervención sobre el acoso escolar, existente en el ICBF, Policía Nacional 
de Colombia y Ministerio de Educación, facilitando así proponer una estrategia 
conjunta para el abordaje de la problemática. De igual manera identifican la 
manera en que cada entidad maneja sus estrategias y rutas de atención en 
función de prevenir el bullying, y si tienen o no maneras de evaluar estos 
procesos aplicados para mejorar así el sistema de convivencia escolar. 
 
La Convención Internacional sobre los Derechos del Niño ratifica el criterio y 
necesidad de no establecer excepción alguna en materia de garantía de los 
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derechos de los niños y niñas, y la obligación que le corresponde al Estado de 
desplegar toda su capacidad en la dirección de protegerlos de toda forma de 
discriminación o violencia (NACIONES UNIDAS, 2011), con recursos jurídicos de 
carácter supranacional que establecen una variada escala de obligaciones que 
los Estados deben asumir para prevenir y atender hechos o situaciones que 
afecten los derechos de niños, niñas y adolescentes, desde una clara 
prohibición legal de toda forma de daño físico o mental, pero igualmente 
asegurando acciones que promuevan la convivencia como condición para la 
propia vigencia de los derechos que le asisten a cada cual, especialmente en 
el contexto de los establecimientos escolares: 
 
Las estrategias de intervención para la prevención de la violencia 
deben plantearse en tres niveles, a nivel familiar, a nivel educativo y a 
nivel social. No obstante, los datos del estudio enfatizan la necesidad 
de llevar a cabo intervenciones en ámbitos educativos, las cuales se 
han demostrado muy eficaces para la prevención de la violencia. Por 
consiguiente, se puede sugerir la realización de intervenciones 
escolares sistematizadas que fomenten la tolerancia, la empatía, el 
respeto a los derechos humanos, el aprendizaje de técnicas 
constructivas para la resolución de conflictos (…), además de adoptar 
actitudes de rechazo contra la violencia (colectiva, de género, entre 
iguales, racista (…) (LANDAZABL & OÑEDERRA, 2009).  
 
HAWKER y BOULTON (2006) ponen la máxima atención en los efectos de la 
agresión entre iguales sobre el ajuste psicológico de la víctima, destacando 
que la victimización se encuentra asociada positivamente a la depresión y a la 
soledad, e igualmente, la ansiedad y la ansiedad social, se sigue constatando 
una relación positiva, aunque de menor significación que las anteriores, para 
los autores quizás la autoestima sea la variable más estudiada en relación al 
maltrato entre iguales, mostrándose en todo momento una relación negativa 
entre la victimización y la autoestima del niño acosado.  
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Los resultados de los trabajos revisados por HAWKER y BOULTON (2006) 
destacan que las víctimas de agresión entre iguales experimentan más afectos 
negativos y más pensamientos negativos sobre sí mismos que las no víctimas, 
mostrándose generalmente temerosas, ansiosas y con baja autoestima. 
Además, las víctimas pueden caracterizarse por sentimientos importantes de 
soledad y disforia. Asimismo, no hay evidencia de que la victimización entre 
iguales esté más fuertemente asociada a formas sociales de desajuste que a 
formas psicológicas.  
 
2. AVANCE JURISPRUDENCIAL EN EL TEMA DE ACOSO Y CYBER 
BULLYING EN COLOMBIA: UNA MIRADA REFLEXIVA  
 
Se entiende que los niños deben gozar en todos sus contextos de un ambiente 
sano, feliz y que permita el libre desarrollo de la personalidad, y la edad escolar 
permite definir y marcar de forma significativa lo que el niño quiere a futuro y 
empezar a tomar decisiones importantes, motivo por el cual el Estado debe 
ser garante de este compromiso adquirido desde la Constitución de 1991, pero 
la tarea no ha sido fácil, ya que debido a las grandes problemáticas sociales y 
los avances tecnológicos se han generado diversos tipos de matoneo de 
bullying en las aulas de clases, en los pasillos de colegios, y en los eternos 
descansos que vive la víctima. 
 
La creación y posterior aprobación de la Ley 1620 de 2013 fue producto de un 
arduo trabajo mancomunado de diferentes instituciones, entes y actores 
gubernamentales que observaban con preocupación el incremento de los 
casos de violencia sexual y acoso escolar, hasta el momento solo 
identificables y defendibles por medio de las normas existentes justo antes del 
proyecto de ley que sería aprobado posteriormente, manejando las denuncias 
acudiendo solo al artículo 44 de la Constitución de 1991, donde nos antepone 
los derechos de los niños sobre cualquier otro, buscando salvaguardar la 
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integridad física, sexual y psicológica de los menores de edad, en este caso 
en las instituciones educativas donde se estaba presentando este flagelo.  
 
De allí parte el Congreso para aceptar la Ley 1620, con los previos 
pronunciamientos de la Corte Constitucional, donde evidenciaba y afirmaba en 
sus decisiones que existía una problemática y que urgía que esta fuese 
regulada por el Congreso de la República, obligando al Estado a cumplir con 
su función, cuidar a los menores de edad que gozaban de especial protección 
constitucional, y que este cuidado fuese dirigido y elaborado por su entorno 
familiar y escolar, creando así las rutas de acción con los comités de 
convivencia en las instituciones educativas, previo direccionamiento de la Ley 
en mención ya aprobada.  
 
La Corte Constitucional se ha pronunciado en muchas ocasiones sobre el 
derecho a la educación, al libre desarrollo de la personalidad y los derechos 
fundamentales de los menores, y ha intervenido respecto a su vulneración por 
los alumnos y la falta de políticas públicas que eviten problemáticas sociales 
significativas, como es el matoneo y la falta de sanciones importantes, que no 
están expuestas en los manuales de convivencia en instituciones educativas. 
En lo referente la Corte ha determinado que la autonomía de los colegios para 
crear manuales de convivencia tiene que estar acorde a la supremacía 
constitucional, manifestando la sana convivencia; sus restricciones se darán 
siempre y cuando cumplan los principios de razonabilidad y proporcionalidad. 
 
Teniendo en cuenta la problemática planteada respecto al bullying o matoneo 
en las instituciones educativas la Corte Constitucional (2014), como lo anuncia 
en la Sentencia T-562, donde describe el “bullying” como un fenómeno social 
y una forma de maltrato específico, intencional, perjudicial, reiterado, continuo, 
discriminatorio y persistente de un estudiante o grupo de estudiantes hacia 
otro compañero, que generalmente se presenta en el ámbito escolar. 
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Aquí es claro el patrón fáctico, como lo explica la sentencia, donde en este 
caso concreto el señor J.F.A., en representación de su hijo, interpone la acción 
de tutela contra la EPS Unión Temporal Medicol Salud, al buscar soluciones 
al tipo de matoneo al que se enfrenta su hijo en el colegio día a día por tener 
orejas grandes, situación que al menor le representa problemas de autoestima 
afectando su desarrollo integral, al igual que aspectos psicológicos sociales 
emocionales y físicos.  
 
Lo que demanda el padre del menor es la vulneración al derecho a la salud, 
ya que la EPS negó una cirugía al menor para mejorar su aspecto, 
argumentando que se trataba de una cirugía estética y no estar en riesgo 
inminente la vida del mismo. El padre alegaba la vulneración de los derechos 
a la igualdad de los niños, a la seguridad social y a la salud, ya que su hijo está 
presentando serios problemas de autoestima e inestabilidad emocional por 
tener orejas de pantalla de carácter bilateral, generando burlas constantes de 
sus compañeros en los pasillos y aulas de clase, lo que lleva a que la Sala 
deba resolver el problema jurídico reflejado, aludiendo a la responsabilidad del 
Estado de velar por los derechos de los menores, y en este contexto de hacer 
respetar y garantizar el respeto en la comunidad estudiantil y de mejorar la 
calidad de vida del menor afectado, evitando así que este siga siendo acosado, 
y teniendo en cuenta que no solo los aspectos físicos estaban afectando la 
integridad del menor, sino también la parte psicológica, emocional y social. 
 
Por lo anterior la Corte manifiesta: 
 
(…) que teniendo en cuenta la garantía constitucional prevalecen los 
derechos de los niños, a la salud y a la dignidad humana, resuelve y 
ordena a la EPS Unión Temporal Medicol Salud, en el término de 
cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta 
sentencia, autorice la cirugía otoplastia bilateral al menor de edad 
ordenada por el médico tratante, de conformidad con las condiciones 
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especiales en las que se encuentra el niño, a quien además la EPS 
accionada le seguirá prestando todo el tratamiento integral que 
requiera para superar sus dolencias actuales. Sin dejar de lado la 
problemática social escolar que afecta de forma significativa las aulas 
y corredores escolares y las políticas públicas que el gobierno debe 
promover en los centros educativos (ORTIZ, 2014).  
  
Contamos con las apreciaciones del Dr. Jorge Iván Palacio Palacio, que como 
expresa en la Sentencia T-905 de 2011, se refleja la problemática relacionada 
con el acoso o matoneo que sigue generando un gran impacto en las nuevas 
generaciones, y donde la Corte reitera y exige una promoción significativa con 
el fin de evitar daños inminentes que afecten los derechos de los menores y la 
misma dignidad humana, donde los establecimientos educativos protejan en 
todo contexto el hostigamiento escolar y por encima de todo lo prevenga, 
apoyándose en la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General y el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar.  
 
En este caso concreto, tal como suele ocurrir en diversas oportunidades, los 
demandantes instauran acción de tutela haciendo referencia a la protección 
de los derechos fundamentales de su hija menor de edad, sustentada en que 
la menor fue agredida por sus compañeros de la institución educativa y varios 
padres de familia por sufrir de acné; la rechazan constantemente, intimidan y 
agreden afectando el libre desarrollo, pues el comportamiento de los menores 
y la actitud tolerante de la institución educativa frente a situaciones tan 
gravosas están afectando de manera ostensible su estabilidad emocional, ya 
que al acudir a los directivos de la institución no recibe respuestas de ayuda, 
lo que género que la estudiante tuviese que acudir incluso a un psicólogo para 
manejar su baja autoestima, e incluso retirarla de la institución con el fin de 
evitar problemas irreversibles 
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Lo que se generaba por parte de la menor era un miedo, rechazo hacia su 
parte física y falta de confianza ante las autoridades escolares, al sentir 
inseguridad y falta de apoyo, siendo entonces este un problema gravísimo en 
las escuelas en general.  
 
Aunque la Corte Constitucional sentencia T-905 de 2011 debatía si este caso: 
 
(…) se considerará un hecho superado o daño consumado por 
haberse retirado de la institución y haber terminado con las burlas, 
aunque Corporación declara que el fenómeno de la carencia actual de 
objeto puede presentarse a partir de dos eventos, que a su vez 
conllevan consecuencias distintas: (i) el hecho superado y (ii) el daño 
consumado.  
 
Al respecto, “cuando en el entre tanto de la interposición de la demanda de 
tutela y el momento del fallo del juez de amparo, se repara la amenaza o 
vulneración del derecho cuya protección se ha solicitado”. De otra parte, tal 
providencia señaló que la carencia de objeto por daño consumado se presenta 
cuando “no se reparó la vulneración del derecho, sino por el contrario, a raíz 
de su falta de garantía se ha ocasionado el daño que se buscaba evitar con la 
orden del juez de tutela” (Corte Constitucional, sentencia T-905 de 2011).  
 
Por lo anterior se puede evidenciar que la Corte, como uno de los máximos 
órganos de cierre, ha realizado manifestaciones importantes ante esta 
problemática, pero a su vez es claro que se deben tomar medidas diferentes 
para ejercer un control más radical ante los estudiantes, y un acompañamiento 
que no solo se debe dejar a las entidades educativas y al Estado, sino también 
a los hogares y a la sociedad en general. 
 
La Corte resuelve que el Ministerio de Educación Nacional, el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría 
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Nacional, formación de políticas generales de prevención y detección contra 
el hostigamiento, acoso escolar, matoneo, y la actualización de los manuales 
de convivencia (PALACIO, 2011). 
 
En la Corte Constitucional (2006) se manifiesta otro caso donde se ve afectada 
la dignidad humana de un menor durante una salida pedagógica realizada por 
el colegio, donde la demandante manifiesta que al menor lo ultrajaron y 
filmaron afectando su intimidad, dado a que sus partes íntimas fueron 
expuestas en público afectando su autonomía, ya que dicha actuación fue 
forzada, en contra de su voluntad por otros estudiantes. Aquí la Corte revisa 
lo relacionado con la vulneración de la dignidad de la víctima, comportamiento 
que debería ser totalmente reprochado por la sociedad en general, y que a su 
vez marca un antes y un después en la víctima, lo cual debe generar unas 
alarmas en las instituciones educativas, en el crecimiento de las políticas 
públicas del país y en las formas de sancionar dichos inconvenientes que 
afectan de forma significativa a la comunidad estudiantil.  
 
La Corte declara la protección del menor y la prevención de políticas de 
inclusión social, y se establecen mayores prohibiciones en ejercicio de 
libertades por terceros que puedan afectarlo, y a su vez los agresores fueron 
estigmatizados ya que fueron tratados como violadores, lo que en ellos 
también generó repercusiones negativas y señalamientos constantes. Es por 
lo anterior que la Corte Constitucional, en Sentencia T-917 de 2006 ordena al 
establecimiento educativo un proceso restaurativo para el menor afectado 
(ESPINOSA, 2006). 
 
 
Por último, se encuentra el caso expresado en la Sentencia T-365 de 2014: 
 
La Corte considera que una de las formas de intimidación y matoneo 
se da por el manejo de las TICS, donde se entiende La intimidación, 
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también conocida como bullying, acoso o matoneo, como la situación 
en la cual una o varias personas agreden repetida y sistemáticamente 
a otra. Esta agresión puede ser física (por ejemplo, con golpes, 
patadas o empujones), verbal (p.ej., con insultos o apodos ofensivos), 
o relacional (p.ej., excluyendo de grupos o regando chismes que 
hacen quedar mal a la víctima frente a otros). La intimidación también 
puede ocurrir a través de medios virtuales, como Internet o teléfonos 
celulares. Esta última es la que se conoce como cyberbullying: agredir 
de manera repetida y sistemática a alguien usando medios 
electrónicos (GENTA, SMITH, ORTEGA et al., en prensa; KOWALSKI & 
LIMBER, 2007; RASKAUSKAS & STOLTZ, 2007; YBARRA & MITCHELL, 
2004).  
 
Hay diversas formas en que ocurre el cyberbullying hoy en día, por ejemplo, 
por medio de correos electrónicos anónimos, por mensajes de texto de 
celulares, divulgando videos o fotos íntimas o humillantes, o haciendo 
comentarios ofensivos en redes sociales virtuales (CHAUX, en prensa). 
 
La accionante B, en representación de F, su hijo menor de edad, instaura 
acción de tutela contra el Colegio AA, aduciendo vulneración a los derechos 
fundamentales de F, a la dignidad, la salud, el buen nombre y la honra, por 
cuanto sus compañeros de grado crearon un grupo en Facebook, a través del 
cual divulgaban “información denigrante e intimidatoria” hacia su hijo, ante lo 
cual solicitó que el colegio accionado ordenara a los padres de familia de los 
estudiantes en cuestión, les prohibieran el maltrato, en cualquiera de sus 
formas, y se les exigiera un trato respetuoso hacia F, desactivando el grupo 
social electrónico. A su vez pide proporcionar garantías “en aras de evitar que 
conductas como las aquí analizadas se repitan o se proyecten por distintas 
vías, y continúe incidiendo negativamente en el ámbito de la comunidad 
educativa, y en especial a los padres para que supervisen y reflexionen con 
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sus hijos sobre el acceso y uso que hasta el momento han dado a las redes 
sociales” (PINILLA, 2014). 
 
La Corte ordenará al Colegio que en el evento en que los tratos lesivos para 
la dignidad de la menor víctima de los hechos se estén proyectando en su 
contra, como por ejemplo debido a la ventilación pública de los hechos, su 
estigmatización o la burla por parte de los miembros de la comunidad, deberá 
tomar medidas para que estos cesen. Dentro de estas medidas cabe adoptar 
algún tipo de proceso restaurativo a condición de que i) el menor afectado así 
lo acepte de manera autónoma, expresa e informada, y ii) alguno de los 
menores disciplinados vuelva a ser o haya seguido siendo parte de la 
comunidad educativa y acepte también participar en un proceso restaurativo. 
 
La Corte resaltó que el objeto de la sentencia de revisión no era pronunciarse 
sobre la responsabilidad de los jóvenes, ni calificar las conductas de los 
implicados, por tanto esta institución decidió que sí se había violado el derecho 
de los menores de edad y que las reglas establecidas disciplinariamente en el 
respectivo Manual de Convivencia no podrían reparar adecuadamente las 
ofensas cometidas al joven afectado por sus compañeros. 
 
Resolviendo la Corte que la suspensión de términos que se había dispuesto 
en la presente acción. Declaren la carencia actual de objeto en la presente 
acción de tutela, por hecho superado, e instar al Ministerio de Educación 
Nacional y al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), para que 
coordinadamente y en el ámbito propio de sus respectivas funciones, formulen 
y desarrollen una política general que permita la prevención, oportuna 
detección, atención y protección, frente al hostigamiento, acoso o matoneo 
escolar, incluyendo el llamado “ciber matoneo” o “cyberbullying”, lo que 
realizarán sistemáticamente y con todas las dependencias territoriales con 
competencias educacionales, de donde irradie hacia los centros de educación, 
desde la preescolar, para la actualización de todos los manuales de 
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convivencia, siempre en procura de esculpir desde la niñez una sólida cultura 
de paz (PINILLA, 2014).  
 
3. LÍNEA JURISPRUDENCIAL 
 
 
 
Según la gráfica  o = Se pronuncia de forma positiva la víctima 
1 = Se pronuncia de forma negativa al victimario  
 
 
4. PANORAMA DE LA LEY 1620 DE 2013 Y LAS POLÍTICAS 
PÚBLICAS EN BULLYING Y CYBER BULLYING 
 
En Colombia, en lo corrido de este 2018, se han presentado muertes de 
menores de edad a causa de acoso escolar, que han tenido eco en los medios 
de comunicación, que ha puesto en alerta una vez más la realidad y las 
consecuencias productos del bullying y cyber bullying. Los menores de edad 
utilizan todos los medios que se encuentran a su alcance, el uso desmedido 
de las redes sociales y la falta de acompañamiento muchas veces de los 
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padres de familia para controlar el manejo de los aparatos electrónicos y el 
servicio de internet, hace que estas cifras sigan en aumento. 
 
Tan solo en Colombia para abril de 2017 habrían ocurrido 65 suicidios de niños 
y adolescentes en todo el país, según un informe de la Universidad de la 
Sabana, y para el 31 de diciembre de 2016 se habrían presentado 244 
suicidios de niños y adolescentes entre los 5 y 17 años (MINISTERIO DE SALUD, 
2017). Las causas de suicidio en los menores de edad son fluctuantes y están 
entre las principales razones el acoso escolar por su condición social, 
preferencias sexuales, e incluso por discapacidades que tengan las víctimas; 
la pérdida del año escolar también es un detonante, además de la separación 
de los padres.  
 
Si bien es cierto que en Colombia contamos con la Ley 1620 de 2013, y por 
expreso mandamiento de esta misma el direccionamiento ante las 
instituciones educativas a nivel nacional en un trabajo mancomunado con el 
ICBF, El objetivo de esta Ley es, por un lado, promover y fortalecer la 
convivencia escolar, la formación ciudadana y el ejercicio de los derechos 
sexuales y reproductivos de los estudiantes y miembros de la comunidad 
escolar. Por otro lado, busca crear mecanismos que permitan la promoción, 
prevención, atención, detección y manejo de las conductas que vayan en 
contra de la convivencia escolar en las instituciones educativas. 
(reddepaz.org) 
 
En el municipio de Pereira no existe ningún tipo de política pública en la cual 
se maneje el tema del acoso escolar o bullying, solo se tiene el debido proceso 
que se debe aplicar en los casos que surjan en las Instituciones educativas, 
creado por la ley y con el apoyo del ICBF o Policía de Infancia y Adolescencia, 
según la gravedad del acoso. Si bien ha incrementado de manera 
desproporcionada los casos de acoso escolar, uno de los últimos informes a 
nivel regional fue en el 2012 “Cerca de 10 casos de matoneo se han detectado 
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en lo que va corrido del año en Pereira. En su gran mayoría fueron trasladados 
al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y el resto está en curso de 
investigación en justicia ordinaria, así lo indicó la administración local” (DIARIO 
EL OTÚN, 2012), se observa que en Pereira para el 2012 se habían ya 
reportado casos de bullying en las instituciones educativas del municipio, 
previa promulgación de la Ley 1620 de 2013, el plan de acción previo 
direccionamiento de la corte constitucional en estos temas, era apoyarse en el 
ICBF y en la policía de infancia y adolescencia de cada cuadrante 
perteneciente a la ubicación de cada institución en el municipio, capacitar en 
cada institución educativa a los estudiantes, docentes, directivos y padres de 
familia, aun cuando todos los casos no fuesen denunciados ya se estaban 
preparando para afrontar esta situación incluso recomendando por parte de 
algunas directivas que se aplicara un manual de convivencia especial para 
cada tipo de población pues no todas se enfrentan a las mismas dificultades 
socioeconómicas que son las posibles generadoras de los acosos escolares, 
aunque es claro que el bullying y cyber bullying no hace distinción de ninguna 
clase social ni corresponde a una edad determinada, es un problema de la 
sociedad en general. Así que estas fueron las últimas informaciones que se 
dieron a nivel regional para informar a la comunidad. 
 
 Pero no solo el municipio de Pereira es ajeno a la creación y aplicación de 
políticas públicas dirigidas a este tipo de temas, un estudio de Stop Bullying 
Colombia, en el 2013 se registraron 571 casos de violencia escolar en la 
ciudad de Bogotá. Cifras aterradoras que se suman a las estadísticas del 
ICBF, en el 2012 registró 149 casos de niños que fueron víctimas de Bullying. 
Por su parte, la Fundación Universitaria de Ciencias de la Salud demostró que 
el 20% de los niños en el país son víctimas de ésta problemática, mientras que 
el Dane, junto con la Secretaría de Educación afirman que en Colombia 1 de 
cada 5 estudiantes son víctimas del matoneo en todas sus formas 
(personales). 
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Así que viendo unas cifras tan alarmantes, la falta de interés por parte de las 
entidades, la poca reacción ante las situaciones, podemos apreciar que urge 
trabajar en una política pública que no solo prevenga sino que ataque de frente 
la problemática en las instituciones educativas, generar más conciencia y dar 
a conocer que este tema no es un mito, que el bullying existe en nuestro 
entorno, que nuestros niños y futuro de nuestro país se están matando por la 
indiferencia de las entidades y sus familias, las muertes y los niños maltratados 
pueden dejar de ser cifras que engrosen las estadísticas de un problema 
donde puede existir una posible solución.  
 
5. EL NÚCLEO EDUCATIVO N°8 DE LA CIUDAD DE PEREIRA, 
BULLYING (ACOSO ESCOLAR) CYBER BULLYING, PLAN DE 
ACCIÓN, PREVENCIÓN Y MITIGACIÓN 
 
En encuestas realizadas en las 11 instituciones educativas pertenecientes al 
núcleo educativo N°8 de la Ciudad de Pereira a los estudiantes de Grados 8° 
y 10° de bachillerato por Sociedad en Movimiento, se pudo evidenciar que de 
las 11 instituciones evaluadas en 6 se presentaron casos de bullying o acoso 
escolar, estas presentaban factores indicativos como, poca colaboración o 
disposición para la convivencia, proceso de adaptación de estudiantes nuevos, 
dificultades en aceptar y cumplir las normas de convivencia, consumo de 
sustancias psicoactivas, y en algunos de los casos se presentaron agresiones 
físicas e incluso hurto (HENAO, 2018). 
 
Desde la jefatura del núcleo 8 , que tiene a su cargo las instituciones 
educativas del sector sur occidental de Pereira o sea lo que comprende el 
barrio Cuba,  viene elaborando un completo plan de trabajo previo 
direccionamiento de la guía pedagógica para la convivencia escolar Ley 1620 
de 2013 y Decreto 1965 de 2013 , proyecto elaborado por él mismo que lleva 
a la realidad y aplicación en cada una de las instituciones pertenecientes al 
núcleo 8, el proyecto VES…PAZ (VEEDORES ESCOLARES PARA LA PAZ), 
Comentado [EMBH1]: Explicar que el núcleo 8 que hace 
parte del conjunto instituciones educativas de la comuna 
cuba Pereira 
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en compañía de Sociedad en Movimiento y diferentes universidades de la 
ciudad de Pereira, conforman un grupo de trabajo en cada institución 
educativa, una comitiva conformada por los mismo estudiantes que se 
convierten en observadores de procesos de convivencia, alertan a la directivas 
de los posibles casos de acoso escolar, y estos mismo ayudan a sus 
compañeros en la resolución de conflictos antes de que estos lleguen a el 
comité de convivencia escolar que es lo estipulado por la norma, así pues que 
la mayoría de casos de acoso escolar que se presentan en cada institución se 
logra solucionar por el actuar entre pares, la relación de acción y reacción entre 
los mismos niños y adolescentes; mientras que los casos de mayor gravedad 
o complejidad, se le solicita la intervención al comité de convivencia escolar 
en la institución.  
 
Si bien es cierto que es un plan de acción, prevención y solución de conflictos 
que da resultado en algunos casos, las denuncias, agresiones y deserción 
escolar siguen en aumento y siguen siendo limitados los escenarios para 
actuar, capacitar, prevenir y tratar todo lo referente al bullying y cyber bullying, 
siendo esto, solo el resultado de una pequeña población del municipio de 
Pereira, como decíamos anteriormente, cada población estudiantil, localidad e 
institución tiene necesidades diferentes y especiales. 
 
 CONCLUSIONES 
 
Si bien es cierto que la Ley 1620 de 2013 y el Decreto 1965 de 2013 guían un 
correcto manejo de los casos de violencia escolar y sexual, que las rutas de 
acción se han llevado a cabo en su totalidad, y que, aunque existe la 
prevención en algunos sectores, se observa que no cumplen con las 
condiciones que exigen la realidad de los jóvenes hoy en día. 
 
El fácil acceso y manejo de redes sociales y de comunicación, el ausentismo 
en muchos casos de su núcleo familiar, y la falta de acompañamiento e interés 
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en estos temas, hacen que esta ley y el trabajo elaborado por los comités de 
convivencia de las instituciones educativas se vean minimizadas en cuanto a 
los resultados que se evidencian. 
 
Jurídicamente se busca que el presente artículo demuestre que en la ciudad 
de Pereira se requiere de una política pública seria, consiente, que despliegue 
todos los recursos y establezca dentro del plan de gobierno, para hacer del 
sistema una herramienta eficaz, capaz de cumplir el objeto de la norma, toda 
vez que se identificó una problemática generalizada al interior de las 
instituciones educativas, aun cuando existe un debido proceso para cada caso 
en concreto. 
 
Se debe fortalecer los procedimientos que se llevan al interior de cada 
institución, a través de la Secretaría de Educación, reforzar el conocimiento de 
la Ley 1620 de 2013 a los docentes y comité de convivencia escolar, dado que 
son ellos quienes deben tener conceptos y mecanismos claros y efectivos que 
permitan la aplicación de la norma, así como también incorporar a la estructura 
de este fortalecimiento de la ley un plan de choque a quienes se quiere hacer 
llegar la política pública, los avances y riesgos que conllevan el manejo del 
internet y las redes sociales, focalizando estas como generadoras de acoso 
escolar y sexual en nuestro niños y adolescentes.  
 
Promover un trabajo interdisciplinario entre todos los estamentos 
gubernamentales, tendiente a atacar el flagelo del acoso escolar, teniendo en 
cuenta que las consecuencias son impredecibles y día día el problema se va 
tornando casi inmanejable si no se ataca desde varios frentes. 
 
Dentro de dicha propuesta de política pública debe estar incluido un trabajo 
con las escuelas de padres, apoyado por el estamento gubernamental, 
tendiente a acercar cada vez más las escuela con la comunidad. 
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Que los PEI (Proyectos Educativos Institucionales) de las instituciones sean 
permeados cada vez con mayor rigurosidad por las políticas públicas que se 
deben implementar en estos casos. 
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